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Bogotá D.C. agosto de dos mil veintidós (2022)

Honorable Representante
Dr. JUAN CARLOS WILLS OSPINA
Presidente Comisión Primera
Cámara de Representantes
Ciudad
Respetado Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes y de conformidad con lo establecido en el Artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, procedo a rendir informe de ponencia para segundo debate del Proyecto de Ley No. 088 de 2021 Cámara “Por medio de la cual se modifican los estándares mínimos para elección de personeros distritales y municipales”. 
El presente informe se rinde en los siguientes términos:
I. TRÁMITE DE LA INICIATIVA 
El Proyecto de Ley No. 088 de 2021 Cámara “Por medio de la cual se modifican los estándares mínimos para elección de personeros distritales y municipales”, cuya iniciativa legislativa se radicó en el congreso ante la Cámara de Representante el 20 de julio de 2021, por los Honorables Representantes Buenaventura León León, Alfredo Ape Cuello Baute, Ciro Antonio Rodríguez Pinzón, Adriana Magali Matiz Vargas, Juan Carlos Wills Ospina, Armando Antonio Zabaraín de Arce, Juan Carlos Rivera Peña, José Gustavo Padilla Orozco, Wadith Alberto Manzur Imbett, Nidia Marcela Osorio Salgado, Felix Alejandro Chica Correa, Emeterio José Montes De Castro, José Elver Hernández Casas, Germán Alcides Blanco Álvarez, Nicolás Albeiro Echeverry Alvarán, Diela Liliana Benavides Solarte, Jaime Felipe Lozada Polanco, María Cristina Soto De Gómez, Yamil Hernando Arana Padaui y Felipe Andrés Muñoz Delgado.           

La iniciativa legislativa fue publicada en la Gaceta del Congreso Nª 955 de 2021. 

El 17 de agosto de 2021, la Mesa Directiva de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, designó como ponente al H.R. Buenaventura León León; posteriormente el mismo cuerpo colegiado el pasado diez (10) de agosto de los corrientes, me habilitó como ponente para segundo debate.
II. OBJETO DEL PROYECTO
Reglamentar la convocatoria pública en virtud de la cual se deben elegir los personeros distritales y municipales, de conformidad con el artículo 313 de la Constitución Política de Colombia. 

III. JUSTIFICACIÓN

En nuestro ordenamiento jurídico encontramos que el artículo 313 de la Constitución Política radica en los concejos distritales y municipales, la responsabilidad de elegir el personero para el periodo fijado en la Ley; así mismo, el artículo 170 de la Ley 136 de 1994, establece que los concejos distritales y municipales según el caso, elegirán personeros para periodos institucionales de cuatro (4) años, dentro de los diez (10) primeros días del mes de enero del año en que inicia su periodo constitucional, previo concurso público de méritos; posteriormente, el Decreto 1083 de 2015, establece los estándares mínimos para la elección de personeros, siendo igualmente el concurso de méritos el mecanismo adoptado para la elección.  
Como se observa, es el concurso de méritos el llamado a la elección de los personeros municipales y distritales, porque al sentir del legislador de antaño, garantiza, como lo sigue haciendo, la transparencia, objetividad y mérito en el proceso de selección y posterior elección del llamado a la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público, la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas y el control administrativo en el municipio.

Es por ello que el artículo 126 constitucional, modificado por el Acto Legislativo 02 de 2015, precisa que “Salvo los concursos regulados por la ley, la elección de servidores públicos atribuida a corporaciones públicas deberá estar precedida de una convocatoria pública reglada por la ley, en la que se fijen requisitos y procedimientos que garanticen los principios de publicidad, trasparencia, participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su selección”. 

Al analizar la norma constitucional atrás mencionada, la cual se concatena con la Ley 136 de 1994, se puede concluir sin temor a equívocos, que el concurso reglado para elegir a los personeros distritales y municipales, excluye de entrada la convocatoria pública, garantizando el respeto al mérito, lo cual se debe tutelar frente al interés particular de quienes ven en esa elección, una oportunidad de negocio, incluso burocrático, socavando la relevante función que cumple este ente de control. 
Es por esta razón que NO se comparte el proyecto aprobado por la Comisión en primer debate, puesto que, al acoger la convocatoria pública, decae el principio de selección objetiva, seguridad jurídica y confianza legítima que tienen todos aquellos ciudadanos que deciden participar en igualdad de condiciones, en la elección para ocupar el cargo de personero distrital o municipal, bajo el convencimiento de la primacía del mérito sobre la subjetividad.

En este momento resulta pertinente citar el contenido del concepto expedido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado N° 2274 de 2015, el cual sirvió como eslabón para sustentar la ponencia positiva que hoy se pretende modificar, de la siguiente manera:
· Para absolver la consulta se cita la Sentencia C-105 emitida por la Corte Constitucional en la que se deja sentado que:

(…)

“En particular sobre la constitucionalidad de someter la elección de personeros a un concurso público de méritos, que es lo que interesa a esta consulta, la Corte Constitucional señaló lo siguiente:

 “En definitiva, la regla jurisprudencial que avala el concurso público de méritos como instancia previa a la elección de los funcionarios que no son de carrera, es perfectamente aplicable al caso que se examina en esta oportunidad.
En este sentido, encuentra la Corte que las consideraciones relativas a la anulación del principio democrático y al desconocimiento del procedimiento constitucional de elección, por bloquear la dinámica natural de las corporaciones públicas como órganos que canalizan y representan la voluntad general, no son de recibo.

(…) En consonancia con los postulados de la democracia participativa, el concurso público de méritos materializa la intervención ciudadana en distintos sentidos: de un lado, porque cualquier persona que cumpla los requisitos y condiciones para ejercer el cargo de personero, puede tomar parte en el respectivo proceso de selección; esta apertura no es propia ni característica de las dinámicas informales en las que discrecionalmente los concejos conforman su repertorio de candidatos. Y de otro lado, porque como se trata de un procedimiento público y altamente formalizado, cualquier persona puede hacer el seguimiento respectivo, y detectar, informar y controvertir las eventuales irregularidades. En definitiva, la publicidad, transparencia y formalización del proceso incentivan la participación ciudadana. Se trata de un proceso democrático, no en tanto se delega en los representantes de la ciudadanía la conducción política, sino en tanto la ciudadanía interviene activamente y controla la actividad estatal.”” (Negrillas y cursivas fuera de texto original).
En este sentido la Corte Constitucional advirtió en la misma sentencia que el concurso público de méritos para la elección de personeros establecida en la Ley 1551 de 2012 debía seguir las directrices fijadas por la jurisprudencia para ese tipo de procedimientos de selección, en particular: (i) ser abierto a cualquier persona que cumpla los requisitos para ocupar el cargo; (ii) las pruebas de selección deben orientarse a buscar el mejor perfil para el cargo; (iii) la valoración de la experiencia y preparación académica y profesional debe tener relación con las funciones que se van a desempeñar; (iv) la fase de oposición debe responder a criterios objetivos; (v) el mérito debe tener un mayor peso en el concurso que los criterios subjetivos de selección; (vi) debe garantizarse su publicidad; y (vii) para la realización de los concursos pueden suscribirse convenios con entidades públicas especializadas que asesoren a los concejos municipales. (Negrillas y cursivas fuera de texto original).
Por otro lado, al estudiar de manera minuciosa la propuesta aprobada en primer debate, se encuentran un articulado que no se compadece con el deber ser de la elección de un funcionario público de tan relevante labor, disentimiento que paso a exponer:
	PROYECTO APROBADO EN PRIMER DEBATE
	COMENTARIO

	Artículo 4 que modifica la Ley 136 de 1994 quedando así:
(…)

“Para ser elegido personero municipal se requiere: haber nacido o ser residente en el respectivo distrito o municipio durante un (1) año anterior a la fecha de la convocatoria o durante un período mínimo de tres (3) años consecutivos en cualquier época.”

	Sobre el particular considero que esta disposición vulnera el principio de libre concurrencia.

Sobre el particular, en concepto 034561 de 2020, el Departamento Administrativo de la Función Pública dice:
“De acuerdo con las disposiciones anteriormente indicadas, los empleos de carrera se harán mediante concursos de méritos abiertos y de libre concurrencia, es decir que todos los ciudadanos podrán participar en ellos siempre y cuando acrediten los requisitos y condiciones requeridos para el desempeño de los empleos.”.
Como se puede concluir, el limitar la participación ciudadana por factores de nacimiento y residencia obra en contravía del ordenamiento constitucional, legal y del precedente jurisprudencial, máxime cuando lo que se debe evaluar es la idoneidad de quien puede llegar a ejercer tan importante labor.


De lo expuesto con antelación y en virtud del espíritu de la ley que orienta la meritocracia como pilar en la selección de talento humano, en especial de aquel que cumple funciones de vigilancia y control, veo la necesidad de presentar ponencia negativa y en consecuencia archivar el proyecto de Ley No. 088 de 2021. 
IV. CONFLICTO DE INTERESES 
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, que modifica el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, disposición por medio de la cual se le imparte a los autores y ponentes la obligación de presentar en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, me permito argumentar que: 

Para que se configure el conflicto de interés es necesario que exista un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista. Sobre este punto, la Ley 2003 de 2019, determina:

a) Beneficio particular: Aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.

b) Beneficio actual: Aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: Aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

En virtud de lo anterior, es dable argumentar que frente al proyecto de ley objeto de estudio, el cual tiene ponencia negativa y en consecuencia archivar sustentada por el suscrito, se considera que los Honorables Congresistas no se encuentran en conflicto de intereses.

En la misma línea, la Honorable Corte Constitucional en Sentencia C -1056/12, ha argumentado en lo que atañe específicamente a la situación de los miembros del Congreso, que de conformidad con el numeral 1° del artículo 183 de la Constitución, para que se hagan acreedores a la pérdida de investidura, se ha requerido la presencia de cuatro elementos, unos objetivos y otros subjetivos, a saber: 

“(…)1) La participación efectiva del parlamentario en el procedimiento legislativo o en los mecanismos de control; 2) la existencia cierta y demostrable, que de la aprobación de una determinada ley se derivan beneficios morales o económicos para el congresista, sus familiares o sus socios; 3) que el beneficio que persiga o se obtenga con la ley no puede ser catalogado como general, sino de carácter particular, y 4) que el congresista tenga la intención de beneficiar a sus familiares, a sus socios o a sí mismo”(…). (SUBRAYADO FUERA DE TEXTO).

Así mismo, “…Para que se configure la causal de pérdida de investidura es necesario haber conformado el quórum o haber participado el congresista en el debate o votación del asunto”. SI EL CONGRESISTA SE RETIRA Y NO VOTA, NO SE CONFIGURA LA CAUSAL.

V. PROPOSICIÓN. 
Considerando los argumentos expuestos y en cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley 5 de 1992, presento ponencia negativa y, en consecuencia, solicito a los miembros de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, archivar el Proyecto de Ley No. 088 de 2021 Cámara “Por medio de la cual se modifican los estándares mínimos para elección de personeros distritales y municipales”. 
Cordialmente,
JUAN MANUEL CORTÉS DUEÑAS                      
Representante a la Cámara                                        
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